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I. Contexto minero regional y situación en el Perú
¿América Latina Minera? 
La expansión minera en la región pareciera haber llegado para quedarse. Al menos esa es la percepción de las comunidades que ven en la ampliación de la frontera minera una amenaza para el ambiente, la salud y las formas tradicionales de vida y subsistencia.
Es el segundo ciclo minero desde mediados de los 90 pero esta vez con precios llamativamente altos y durante un período de tiempo esta vez más prolongado.

A la profundización de la actividad extractiva en los países denominados “mineros” por su larga tradición de explotación de minerales, se van sumando las exploraciones y proyectos en aquellos países denominados “no mineros”.
 
Las comunidades de los países mineros por su parte ven con preocupación la expansión de la frontera minera interna, especialmente cuando los proyectos van a instalarse en las cabeceras de cuencas o en valles con aptitud agropecuaria, cerca de los ríos y contiguos a asentamientos humanos.
Es que en el mapa minero mundial, América Latina ha sido elegida para convivir con los crecientes intereses mineros.

Las tecnologías han puesto énfasis en la optimización de la explotación a gran escala y con insumos cada vez más sofisticados. Vemos entonces que los yacimientos abarcan un número más amplio de hectáreas. Incluso antiguos yacimientos mineros abandonados son re-trabajados para extraer lo que las tecnologías antiguas no eran capaces de convertir en mineral.

El problema es que la expansión territorial de la minería se va ubicando en espacios ya ocupados, o utilizar recursos hídricos y energía contempladas para otros destinos y no precisamente destinos mineros.

Es así que tanto en la América Latina denominada “minera” como aquella “no minera” comienzan las quejas cada vez con mayor notoriedad por el atropello de las actividades mineras, impidiendo el ejercicio de derechos de las comunidades afectadas.

Por otro lado, las cifras mineras motivan discursos exitistas en escenarios de estagnación económica en varios países de la región. La minería aparece entonces como una tabla de salvación en horas de altos precios. 

Los países tradicionalmente no mineros ven con ambición las inversiones del rubro y se aprontan a ajustar sus realidades económicas, impositivas, sociales y ambientales en un clima de creciente desconfianza y rechazo a la actividad.

¿Perú País Minero?
Las experiencias mineras conocidas a la fecha en la región dejan un sabor amargo que a su vez parece contagiar a las desconfiadas comunidades que no tienen aun la experiencia de convivir con la minería pero que han logrado informarse suficientemente sobre sus riesgos.

Las comunidades que habitan territorios no mineros en el Perú no son la excepción. 
El acceso a información sobre los impactos mineros entrega un panorama de riesgos extremos: contaminación de aguas, suelo, aire, cultivos, ganado, salud humana, pasivos ambientales convertidos en amenazas durante siglos. ¿A cambio de que tanto riesgo? A cambio de pobreza, de represión, de intimidación, de amenaza, de criminalidad, de alcoholismo, prostitución, drogadicción y delincuencia. A cambio de precios más altos, de instalación de una elite minera irrespetuosa, de cooptación de medios de comunicación, de mentira, de alineamiento de poderes del Estado que favorece a las mineras y pisotean los derechos de las comunidades y de la sociedad civil. 
Extraña actividad que suscita tan diversas y contradictorias apreciaciones y que hace que la minería se vaya convirtiendo el en Perú, en materia de crecientes conflictos sociales.

Dentro del escenario regional, los conflictos por minería en Perú habían tomado la delantera a principios de los 90. En un escenario político difícil donde la lucha contra el terrorismo capitalizaba la información de los medios de comunicación, los conflictos mineros mantenían aun un perfil discreto. Ello no implicaba que no existieran sino más bien que eran manejados cuidadosamente dados los riesgos que implicaba conflictivizar demandas sociales en el país. 
Nacimiento de la CONACAMI
En este contexto surge como iniciativa nacional, la Coordinadora de Comunidades Afectadas por la Minería en el Perú, CONACAMI
Ya desde su congreso fundacional el año 1999,  la CONACAMI comienza un camino de búsqueda de respuesta a las demandas crecientes de las comunidades que se enfrentan a conflictos ambientales principalmente nuevos, producidos por el ciclo de la expansión de la minería de los ´90.
Cabe mencionar que son principalmente estos proyectos mineros nuevos los que provocan la reacción de las comunidades generando las situaciones de conflicto que ya conocemos.

Los históricos conflictos de Moquegua, Cerro de Pasco, La Oroya, Vicco, Tintaya sostenían ya desde mucho tiempo sus propias dinámicas centradas en la exigencia del respeto de los derechos de las comunidades aunque también en ocasiones y por las característica de los conflictos asimétricos se centraron en reivindicaciones de empleo, negociación para compensaciones y retribuciones socioeconómicas para resarcir daños ambientales, escasez de recursos e impactos sociales negativos.

Esfuerzos para articular

La oleada de nuevas amenazas producidas por la amplia actividad exploratoria de la minería de los 90 fue alertando a las comunidades que en ese momento no tenían a quien recurrir para encontrar apoyo técnico, político, solidaridad y espacio de reflexión y discusión en la búsqueda de soluciones a tales amenazas.

La falta de garantías de los derechos de los campesinos y otras poblaciones hizo que la iniciativa lanzada por la CONACAMI con el apoyo de organizaciones de la sociedad civil como Cooperacción, cayera en terreno fértil y fuera considerada una necesidad para las aisladas comunidades. Las organizaciones existentes que representaban al agro y a los campesinos estaban debilitadas y no tenían la capacidad de respuesta requerida frente a las demandas de las comunidades en conflicto con la minería.

De modo que las opciones de articulación para enfrentar de conjunto los desafíos de oponerse a las actividades mineras otorgaron un piso de relativa seguridad a las comunidades que encontraron en CONACAMI al mejor aliado para los fines perseguidos.

De ahí en más, los esfuerzos por articular a cuanta comunidad tuviera conflictos con las empresas mineras fue uno de los objetivos centrales de la gestión de la Coordinadora.

Las reivindicaciones frente a la minería no fueron cubiertas por otras organizaciones que tradicionalmente trabajaban con actores del campo como la CNA y la CCP. En este contexto la CONACAMI se lanzó a una tarea de fortalecer la posición de las comunidades y poner en el escenario nacional la discusión sobre los impactos negativos de la minería.
Esto último fue particularmente exitoso en los primeros años de trabajo a inicios de la década del 2000. La tradicional negación de la existencia de conflictos mineros por parte del Estado, producto del carácter localista y aislado de las luchas y reivindicaciones parecía terminar definitivamente dando paso a reivindicaciones articuladas a nivel nacional, que denotaban una crisis social generalizada en el país y que desembocaba en la metropoli a través de los medios de comunicación, movilizaciones y marchas que hacían imposible seguir negando la existencia del fenómeno comunitario frente a la minería.

Las respuestas de las comunidades no se dejaron esperar. Un apoyo generalizado a la acción de la CONCAMI caracterizó el crecimiento exponencial de la organización. De todas partes del país se sumaban las comunidades que convivían con la minería o sentían la amenaza de esta actividad extractiva. Revivieron además los sueños de comunidades que sobrevivían bajo los impactos de viejas faenas mineras.
Las actividades locales, regionales y nacionales que cuestionaban a la minería y la culpaban de destrucción ambiental, saqueo, abuso, ocupación ilícita de tierras comunitarias y finalmente escaso acceso a beneficios, fueron multiplicándose por doquier, basadas en la conciencia de existencia de derechos atropellados por mineras e instituciones del Estado.
La CONACAMI estimulaba la discusión sobre derechos de las comunidades frente a la minería allí donde oídos atentos recibían el mensaje y de ese modo, focos de conflictos se levantaron en muchas comunidades. La mayoría apuntaba a recibir apoyo de la Coordinadora en la materialización de sus demandas y aspiraciones.

El perfil de la Coordinadora se incrementaba con el tiempo y el apoyo comunitario crecía día a día. Esto preocupó sobremanera al gobierno de entonces y las presiones del gremio minero comenzaron a obligar al gobierno a culparle de todos los males que sufría la minería.

Desarrollo institucional, la metamorfosis: De Coordinadora a Confederación

La reacción de las comunidades en conflicto con empresas mineras dándole a la Coordinadora un carácter de interlocutor de los temas minero-comunitarios en el país permitió que el rol de interlocutor fuera ejercido cada vez con más convencimiento y compromiso por los dirigentes nacionales.

Precavida de una dirigencia nacional y un equipo técnico, inscrita en los registros para ONG´s del país y con apoyo de agencias de cooperación internacional, la Coordinadora observaba el comportamiento de otros actores sociales en el escenario nacional. La debilidad de las organizaciones sociales campesinas parecía ofrecer un espacio para “subir de nivel”  a la CONACAMI.

Si bien en cierto, el rol de Coordinadora, bien jugado en el escenario de la realidad nacional, había llevado el discurso del conflicto minero al ámbito de las discusiones más importantes en el Perú, no pareció suficiente para la dirección nacional de la coordinadora. Esta dirección nacional comenzó un proceso de institucionalización bajo la premisa que la CONACAMI había terminado un proceso de articulación de comunidades y su rol de coordinación debía convertirse en un esfuerzo por convertir a la organización en una Confederación.

Con la intuición de poder consolidar una organización federativa a pesar de las malas experiencias de otros esfuerzos realizados con anterioridad en el país, la “Coordinadora” se convierte en “Confederación”, sin que las comunidades que formaban las bases de la coordinadora terminasen de entender el verdadero significado de una y otra formula organizativa.
En términos generales la relación entre la dirigencia y las bases no sufrió mayor cambio. Tal vez a nivel directivo se percibió que ahora la Confederación disfrutaba de mayor peso y reconocimiento entre las organizaciones sociales del país, sin embargo esto no pudo ser probado ni en la teoría ni en la práctica y la CONACAMI mantuvo su rol y tarea de apoyar las luchas de las comunidades en conflicto con empresas mineras.
La explicación más plausible es que el cambio de “estatus” permitía hacer otro tipo de alianzas y le daba un carácter más formal a la organización poniéndola en posición de negociar mejor espacios entre los actores sociales del país. Esto tampoco pudo ser demostrado en la realidad ya que el reconocimiento de que gozaba la organización no dependía de ser coordinadora o confederación.

Sin embargo el ejercicio del nuevo estatus de la organización se vio centrado mas en políticas de alianza o competencia con otras organizaciones más que aumentar los beneficios de una confederación a sus miembros. 

Las bases se quejaban cada vez más de abandono por parte de una CONACAMI centrada en una dirigencia metropolitana, que por otro lado seguía ganando prestigio y reconocimiento internacional.

A ojos de muchas de las bases regionales de la confederación, los esfuerzos internacionales no tenían impacto en las realidades locales donde la criminalización de la oposición a la minería y la persecución a dirigentes se incrementaba a medida que pasaba el tiempo. 

Dos opciones se ponían sobre la mesa: fortalecer una confederación con fuerte perfil nacional e internacional o apoyar las demandas de las bases buscando la satisfacción de sus necesidades. Al parecer los recursos humanos y financieros no permitían la complementación de ambas opciones. La evaluación dirigencial parece haber optado por la primera.
La crítica realizada desde la base hacia la dirigencia fue insuficientemente considerada desde la metrópoli y un creciente alejamiento entre esta y las comunidades fue el resultado de un proceso que estuvo marcado entre otras cosa por la derrota en el recambio de la directiva. 

Para sorpresa de muchos, la opción de continuidad de las políticas de la directiva saliente fue severamente castigada mediante la elección de un dirigente del norte, menos político y más enraizado en la dinámica regional. Pero por otro lado, representante de una tendencia que siempre tuvo cierta distancia de las políticas oficiales de la confederación y mantuvo incluso en tiempos de alta conflictividad, una posición de independencia respecto de la Confederación.
  

El remedio en este caso fue peor que la enfermedad ya que este dirigente recién elegido hizo abandono de sus funciones al poco tiempo de asumir.
La opción indígena originaria ¿otra metamorfosis?
Antes de cerrar el proceso de transformación de coordinadora a confederación, poco participada y comprendida por las bases, la dirigencia de la organización comienza un proceso identitario radical que incorpora la vocación indígena originaria de CONACAMI.
Influida por los sucesos en países vecinos, principalmente Bolivia, la directiva saliente realiza un esfuerzo que no estuvo libre de tensiones, para instalar la identidad indígena en la CONACAMI.

En un país donde el proceso de transformación de los indígenas en campesinos en décadas pasadas tuvo un éxito reconocido, no resultaba fácil rectificar un proceso injusto y artificial. Sin embargo, la realidad mostraba que este proceso impulsado por la dirigencia saliente tenía amplia acogida en el sur del país pero una fuerte resistencia en el centro y el norte. 
Sin resolverse la tensión generada por la introducción de “línea originaria”, la organización se enfrenta a un proceso de creciente ataque por parte del gremio minero representado por la Sociedad Nacional de Minería en alianza “natural” con el gobierno.

Este embate minero contra la CONACAMI le sorprende en una situación de debilidad en términos de alianzas. ONG´s que habían acompañado el proceso desde el inicio se distanciaron acusando falta de capacidad de reconocer especificidades en el trabajo coordinado en la materia.
Las aspiraciones de la organización de gozar de gran independencia política y técnica le llevan a debilitar lazos con ONG´s que tradicionalmente habían sido aliadas y que proporcionaban gran parte del soporte técnico institucional. 
La búsqueda de independencia estuvo también marcada por un discurso diferenciador e incluso clasista que criticaba a las ONG´s por su posición en la sociedad, ofreciéndole por otro lado dos alternativas: ser definitivamente cuestionadas por no ser organizaciones sociales (y por no tener bases) o ponerse a disposición de la CONACAMI y suministrar los insumos que esta requería. 

Con alianzas dificultadas con las ONG´s que habían buscado articularse en la recién creada “Red Muqui” la CONACAMI tuvo que soportar fuertes ataques empresariales y estatales ocupándoles gran parte de sus energías en la defensa de la institución y de los criminalizados y denunciados dirigentes a través del país.

Llegaron a contarse más de 700 denunciados como parte de la campaña de debilitamiento de la organización.

La estrategia del Estado y las empresas comenzaba a dar frutos y la CONACAMI sufría un aislamiento que amenazaba en transformarse en estructural.

En este contexto, la opción indigenista no ayudaba a generar unidad dentro de la organización. Sin embargo la creación de la Coordinadora Andina de Organizaciones Indígenas CAOI permitió dar a la CONACAMI otro espacio de participación en la elegida opción indígena que ya mencionamos. 
El dirigente máximo saliente de CONACAMI parecía haber sido el artífice de este nuevo espacio de militancia indígena en la región andina. No obstante, más que una nueva oportunidad  de articulación internacional en la región, la CAOI se nutría de la experiencia y logros de su principal miembro peruano. Esto estresó aun más las relaciones internas de la organización en una vocación indígena de autenticidad relativa, que aun tiene efectos en la articulación interna pero que por otro lado ofrece una serie de oportunidades en un escenario regional latinoamericano propicio para reivindicaciones originarias.

Es difícil evaluar las decisiones tomadas por la dirigencia de la organización. Mucho más difícil aun resulta sopesar los elementos del escenario antes de tomar las decisiones. Por ello no sería legítimo juzgar aquí el rumbo trazado por una dirigencia sometida a múltiples presiones y con insuficientes recursos.
Impactos en el Perú: Un nuevo actor entre actores

EL surgimiento de la CONCAMI fue en cierto modo la consecuencia lógica de la coyuntura del momento. Podía haber sido prevista por el gremio minero y por el gobierno, incluso por analistas políticos y estudiosos de los movimientos sociales. Sin embargo Perú es impredecible para estos fenómenos y otros relacionados con la conducción del Estado.

La dura posición de la SNMPE permitió que los conflictos encontraran cada vez menos salidas aceptables. El desprecio por las reivindicaciones de los afectados por las actividades mineras, generalmente comunidades campesinas, fue en parte el sustrato para el origen de la articulación de problemas, conflictos pero principalmente voluntades y esperanzas.
Con un dirigente proveniente de la comunidad de Vicco a la cabeza, surge esta organización social pero con vocaciones técnicas y gestionarias al estilo de una ONG
Un fenómeno nuevo en el escenario político del país.

Poco a poco y a través de sus capacidades de gestión, la organización comienza un proceso de alianzas, alentadas por la oportunidad de frenar de manera efectiva los abusos de las mineras a través del país.

Vista con buenos ojos por entendidos en el tema ambiental, minero y de derechos humanos, la mayoría alojados en ong´s, y por otro lado con cierta desconfianza por organizaciones campesinas establecidas, CONACAMI realiza recorridos exitosos por el país, levantando demandas de comunidades y catapultándolas a un nivel hasta ese momento inalcanzable por las comunidades: la discusión nacional. 
Es difícil evaluar el peso que podría llegar a tener entonces una organización de ese carácter y allí, las equivocaciones fueron variadas.
Lo cierto es que un nuevo actor en el escenario social surgía desde las bases de los conflictos entre empresas y minería. Un actor que no respondía a los esquemas de reivindicaciones tradicionales y que tenía en su seno organizaciones con distintas demandas.

Algunas requerían respeto a la legislación, reparación de daños como el caso de La Oroya. Otros basaban más bien sus demandas en retribuciones socioeconómicas por considerarse perjudicados o al menos poco beneficiados por la actividad extractiva como el caso de Tintaya.
Y finalmente aquellas comunidades amenazadas por exploraciones pero donde las actividades mineras no se habían iniciado, exigiendo el respeto a las forma de vida tradicionales y solicitando la salida de las empresas mineras como el caso de Tambogrande.
Hay que sumar también los movimientos ciudadanos urbanos exigiendo sus derechos, como son el caso del puerto de Ilo, la población de Cerro de Pasco entre otras. 

Definir como tratar a esta organización multiactor, con demandas tan diversas y disímiles no era tarea fácil. Ello llevo a que diferentes actores tuvieran también diversas opiniones sobre el rol del CONACAMI.
El carácter socio-ambiental de las reivindicaciones también confundía a los actores principalmente del Estado por la poca costumbre de recibir de esos sectores este tipo de demandas.

Actor necesario
La simpatía suscitada entre las organizaciones que trabajan en el tema de derechos puede ser considerada natural. Un actor ponía sobre la mesa una discusión y reivindicaciones hasta la fecha inexistentes en el país a pesar de la urgencia de dichas demandas abría las puertas a un proceso de reparación y respeto de las comunidades afectadas por la minería.

El dolor de cabeza era más bien para gobiernos y empresas. Los primeros debían regular una actividad mal llamada autorregulada y las segundas debían incorporar variables en sus gestiones que incrementarían los bajos costos de operación de la actividad en el país.

A pesar de ello, sectores empresariales mineros, más acostumbrados a trabajar también en otros países, consideraban a la CONACAMI una organización que podía erigirse como interlocutor válido y que en lo posible ofrecía algo de orden en un escenario de creciente demandas comunitarias a las empresas mineras.

Por ejemplo, en la SNMPE se instalaban dos tendencias respecto a los conflictos con comunidades y por tanto respecto al rol de la CONACAMI. La tendencia de los “duros” conformada por empresarios nacionales y algunas transnacionales de comportamiento considerado retrógrado para la época, que por otra parte no consideraban legitima la existencia de dicha organización. 
  Y por otro lado la tendencia de los “blandos”, dispuestos a dialogar con las organizaciones y especialmente con los dirigentes nacionales pero que mantenía de todos modos una posición oportunista e instrumentalista al querer alcanzar acuerdos generales con una organización que se debía a la diversidad de las realidades de las comunidades a lo largo de todo el territorio nacional. 
De esta forma CONACAMI se transformaba en un actor “necesario” incluso para sectores del gobierno y de las empresas mineras. Aunque esa necesidad se confundía con los deseos de cooptación en el proceso de resolución de conflictos mineros por parte de las empresas.
La misma coordinadora de entonces había visto oportunidades en dicho reconocimiento. La posibilidad de participar en mesas de concertación y negociación en algunos conflictos fue aprovechada justamente para conocer mejor a los actores de los conflictos, es decir a “los mineros”.
Al poco andar, quedo de manifiesto que los espacios de negociación incluidos los nacionales tales como las mesas de diálogo, se convertían más en una trampa que en una oportunidad para resolver los problemas que subyacían a los conflictos entre empresas y comunidades. Eran espacios de conocimiento mutuo y de posibles aportes a soluciones concensuadas pero solo y eventualmente en el largo plazo. CONACAMI endurece por tanto sus posiciones frente a la negociación.

Un nuevo discurso: los RRNN, la contaminación, los derechos, el saqueo
La base del nuevo discurso socio ambiental que se iría instalando en el escenario nacional ponía de manifiesto los impactos en de las actividades mineras. Desde luego que había una gran diferencia entre comunicar o difundir información sobre un conflicto minero aislado y mostrar la conflictividad que marcaba la actividad minera a través de un sinnúmero de conflicto en el país.
Este impactante panorama alimentaba el nuevo discurso que se instalaba principalmente en las zonas mineras. No se trataba solo de conflicto de intereses entre comunidades agrícolas o ciudades contaminadas por minas o siderúrgicas. Se trataba de saqueo, atropello a los derechos humanos, contaminación, corrupción, degradación ambiental y moral.

Era a esta realidad nacional a la que a través de sus focos de conflicto y medios de comunicación, acciones y manifestaciones la CONACAMI intentaba dar respuesta.

Evidenciar que la minería era destructiva, disruptora, desarticuladota de las culturas y profundamente insustentable era una de las misiones mas importantes. Junto a ellos la defensa de las comunidades concretas que enfrentaban los conflictos, denunciadas ante la justicia, criminalizadas y asimiladas a narco-terrorismo era además una tarea titánica en la que la CONACAMI por sus recursos limitados siempre mantuvo en déficit.

II. Impactos de los movimientos críticos a la minería en América Latina
El modelo CONACAMI
Muchos eran los países que se iban incorporando a la lista de sociedades en conflictos entre comunidades y empresas mineras.

La expansión de la minería en los 90 tuvo un efecto similar en varios países de la región donde la minería llegaba a aquellos lugares donde con anterioridad no se realizada esa actividad. Notable fue el acercamiento de la actividad a cabeceras de cuenca y zonas pobladas. 
La minería de alta cordillera amenazaba los glaciares y las de cabeceras de cuencas los valles productivos. 

Ello hizo que la minería se situara bajo la lupa en términos de impactos ambientales. 

A esto su sumaron también análisis basados en el saqueo y la insustentabilidad de la actividad y la incompatibilidad con otras actividades tales como la agricultura, pesca y turismo. A este análisis se contraponía aquel basado en actividades señaladas como alternativas de desarrollo sin demasiada intervención en los ecosistemas y el ambiente.

La insuficiente articulación en los países con conflictos mineros generó tendencias que señalaban la importancia de aprender de experiencias exitosas externas. Se miró a Canadá y Estados Unidos, en circunstancias que las experiencias intensivas de gestión de conflictos mineros se encontraban en la región. Era la experiencia de CONCAMI.

Con una intensiva política de relaciones exteriores, la CONACAMI establecía contactos con diferentes actores en América Latina. Ello les llevó a obtener el reconocimiento que se merecía una organización que agrupaba un gran número de comunidades en conflicto con actividades mineras.
Las cifras y los logros entre los que se cuentan las movilizaciones, deslumbró a las organizaciones y comunidades que con sana envidia anhelaban desarrollar en sus países, experiencias similares. Sin embargo la coyuntura y situación peruana fueron especiales y permitieron un fenómeno que no se ha replicado a la fecha en los países de la región. En realidad la CONACAMI ha ayudado a dinamizar procesos críticos a la minería en Bolivia y Ecuador pero nunca en la magnitud lograda en Perú.
Lo más cercano a una experiencia similar es la Coordinador de Defensa de la Cuenca del Desaguadero, los lagos Uru Uru y Poopo en el departamento de Oruro, Bolivia. No obstante es una experiencia regional aunque de carácter tan comunitaria como CONACAMI.

A pesar que no se ha replicado la experiencia organizacional de la CONACAMI en otros países, la influencia de esta organización ha sido notable. Es utilizada como ejemplo de lucha y de proceso de recuperación de derechos, citada regularmente. Las preguntas sobre la viabilidad en otros países de una experiencia similar es constante en talleres u otras actividades sobre industrias extractivas y específicamente minería.

La preocupación del gremio minero
No todos los actores vinculados a las actividades mineras ven sin embargo la experiencia de CONACAMI como algo a replicar. Los empresarios mineros particularmente consideran una amenaza la articulación de las comunidades y organizaciones que cuestionan fuertemente la actividad minera.

Es por ello que frente a las protestas, movilizaciones pero principalmente la articulación de comunidades, las empresas mineras han desarrollado estrategias específicas para debilitar la articulación. La criminalización y deslegitimación de las demandas es una de las más duras estrategias empresariales que además ha contado con el apoyo activo del Estado.
Los “nuevos tiempos” sin embargo requieren de estrategias mas sofisticadas, menos brutales y aceptables por los accionistas, gobiernos y organizaciones de los países del norte de donde provienen las inversiones mineras.
Por esto se han desarrollados las llamadas estrategias de Responsabilidad Social Empresarial, la política del buen vecino y otros discursos que intentan re-situar a la minería en un escenario de mayor sustentabilidad y aceptación social.

Son respuestas a las presiones de las comunidades organizadas y que desacreditan los discursos de las empresas mineras.
CONACAMI no ha estado libre de constatar los objetivos de esas estrategias mineras. 
Tanto la política del buen vecino como la aplicación de la responsabilidad social empresarial han tenido como meta la división y el debilitamiento de la organización social en conflicto por los impactos mineros. Han sido espacios abiertos para empresas para tener así un mejor conocimiento de las comunidades y sus organizaciones y lograr mejores resultados en las acciones de cooptación. Los espacios de negociación entre empresas, gobierno y comunidades se han transformado en oportunidades para que las primeras conozcan mejor las debilidades de las comunidades y puedan realizar ofertas mas ajustadas a la realidad. Sin embargo estas ofertas no están en función de las demandas de las comunidades sino más bien en satisfacer intereses individuales desdibujando así el conflicto y dividiendo a la comunidad.
La instalación de la idea que los conflictos ambientales son conflictos entre privados exacerba el fenómeno expuesto.
Expresiones organizacionales como CONACAMI han puesto a trabajar más intensamente a las empresas mineras en el reajuste de sus estrategias frente a la articulación exitosa de las comunidades.

Los aportes de CONACAMI
Es por demás evidente y lo mencionamos mas arriba, el aporte de la CONACAMI a los cambios del escenario minero en el Perú. Sin el surgimiento de esta articulación de comunidades los avances en la discusión sobre los conflictos mineros no hubiese llegado al nivel en que se encuentra hoy en día. La minería no tendría el cuestionamiento que tiene en vastos sectores de la población principalmente aquella que convive con esta actividad.

El rol transmisor del mensaje cuestionador a la minería llevado hasta la metrópoli a través de casos como el de Tambogrande y luego el de Majaz no hubiera sido posible sin la existencia de la CONACAMI.

Actualmente los riesgos a los que se ve enfrentada la población metropolitana por la amenaza de contaminación del río Rímac suenan diferentes luego de las permanentes denuncias de la CONAMCAMI respecto a los peligros de la minería.

Es sin duda un camino largo, iniciado a fines de los 90 por esta articulación y que luego de más de una década son magros los frutos en la insensible población metropolitana.

Un estilo ecléctico de gestión de conflictos mineros

Sin elementos demasiado teóricos, la CONACAMI se lanzó a la gestión de conflictos mineros empujada principalmente por las necesidades de las comunidades afectadas y la defensa de derechos frente a esa actividad extractiva.
La diversidad de problemas y por ende la diversidad de demandas exigió a la dirección nacional la discusión de las diversas estrategias y demandas, las soluciones y las vías de gestión a explorar.
Cabe mencionar que el en Perú de aquel entonces (fines de los 90) las empresas mineras se encontraban rezagadas en sus estrategias de relacionamiento con el mundo no minero y principalmente el comunitario.
Visitar una faena minera era impensable y convocar a una empresa minera a una mesa de dialogo y eventual negociación era aun más difícil imaginar. La minería se mostraba cerrada a miradas externas al rubro. 
Frente a esta realidad, la elaboración de estrategias en relación a la minería no ofrecía muchas posibilidades. Es por ello que la CONACAMI eligió el camino de la presión social y la movilización como una forma de visibilizar el problema.

A medida que las empresas mineras constataron que esa estrategia podía tener éxito, algunas comenzaron a generar aperturas aunque llenas de condiciones que pretendían mantener la puerta de la comunicación a medio abrir de modo poder cerrarla en cualquier momento de acuerdo a las necesidades de retroceder en la apertura al mundo social externo.
Frente a esta realidad la CONACAMI mantuvo discursos complementarios. Respeto a la legislación, respeto a los derechos de las comunidades, compensaciones y mayor participación en los beneficios. Aunque también se elevaron posiciones que perfilaban la incompatibilidad de la minería con otras actividades tales como la agricultura. La minería en cabeceras de cuencas y en zonas ecológicamente frágiles fue cobrando mayor oposición dentro de la dirigencia, empujada por las comunidades que optaban por oponerse mas radicalmente a la minería, planteando el rechazo absoluto y bajo ninguna condición la posibilidad de aceptar la actividad minera.
Con estas posiciones se materializa un quiebre definitivo con el gremio minero y con los sectores de los sucesivos gobiernos que apoyan esta actividad.

Anverso y reverso de la CONACAMI
La radicalización de las posiciones de la organización y el levantamiento de un discurso que no daba espacio a negociaciones sino que mas bien exigía el respeto irrestricto a las comunidades y el desarrollo de sus actividades tradicionales le costaron el ataque encarnizado del gobierno de ese entonces, producido por la presión de las transnacionales y el gremio  minero. Una de los ataques más importantes fue la intervención de la APCI (Agencia Peruana de Cooperación Internacional) instrumento de control de los recursos de las ong´s. Esta intervención develó el carácter de una organización social que funcionaba como ONG.

Los esfuerzos realizado por el gobierno a través de la APCI demostraban la dificultad legal para perseguir a la CONACAMI. La habilidad de la dirigencia de la confederación impedía que el gobierno pudiera intervenir directamente en la organización, sus recursos, infraestructura, etc. Sin embargo también el respaldo comunitario podía transformar una intervención en una virtual hoguera  con focos de conflicto en todo el territorio, donde el gobierno a través de su intervención podía intentar apagar con gasolina.
Sin embargo, este intento de intervención gubernamental a través de los recursos no dejó sino de manifiesto que la CONACAMI operaba financieramente como ONG. La respuesta de la dirigencia frente a esta suerte de contradicción responsabilizó a las agencias de apoyo financiero de donde la confederación obtenía sus recursos. Estas habrían sido las que, bajo el celo del cumplimiento estricto de la legislación habrían sugerido la inscripción de CONCAMI en la APCI.

El desenlace fue el retiro de la confederación de este registro gubernamental de ONG´s.

Definitivamente parecía que los esfuerzos del gremio minero a través del gobierno, no lograban eliminar del escenario político a la CONACAMI, sin embargo este acoso hacia que los dirigentes debieran utilizar mucho tiempo en acciones de defensa frente a los embates de instancias de gobierno. Además, debía la dirigencia explicar su doble carácter, tanto a sus bases como a otros actores de la sociedad pertenecientes al círculo de aliados siempre condicionales.

Si la estrategia del gremio minero y el gobierno era destruir la organización, fracasó rotundamente. Si por el contrario, la estrategia era debilitar el apoyo de las bases y la confianza de otras organizaciones, el resultado fue magro. Si, en cambio, frente a la imposibilidad de deshacerse definitivamente de este molesto actor, la idea era mantener ocupados a los dirigentes defendiéndose de las acusaciones y acosos, el éxito parece haber sido mayor.
Resultados propios y ajenos
El impacto obtenido por la CONCAMI a nivel nacional desbordó tal vez las expectativas de muchos actores que intervienen u observan los conflictos por minería en el país. Las denuncias a nivel nacional realizadas por la confederación y que daban cuenta de la creciente ola de conflictos mineros puso en alerta a comunidades que estaban enfrentado dificultades principalmente con nuevos proyectos mineros, con antiguas faenas o simplemente con proyectos en carpeta o en proceso de evaluación ambiental.
CONACAMI había logrado uno de sus importantes objetivos: visibilizar los conflictos y perfilar la organización. Dando respuestas a las comunidades en conflicto mediante información y capacitación y llevando sus demandas a un nivel superior nacional cumplía parte de las expectativas de comunidades aisladas y sin acceso a medios y a espacios destinados a organizaciones con reconocimiento nacional.
Los méritos de la confederación estuvieron marcados por esos procesos de transferencia de nivel de los conflictos desde los espacios locales a los nacionales.

En el escenario de efervescencia de conflictos mineros, otras comunidades con mayor capacidad de autogestión, recursos y conocimientos, levantaron sus conflictos mineros sin el apoyo directo de la CONACAMI aunque muchas veces en coordinación con la confederación.

Casos como la lucha contra Yanacocha en Cajamarca y la contundente oposición al proyecto de Manhattan Minerals Corporation en Tambogrande fueron levantados o tuvieron un grado de coordinación con CONACAMI pero principalmente con fuerzas y posiciones independientes, recibieron también la calificación de conflictos de CONACAMI. 
Presentados o no como “conflictos propios” por la confederación, el efecto en el mediano plazo fue de un cierto celo por parte de las organizaciones locales. Los meritos propios se traspasaban con demasiada facilidad a la instancia nacional de gestión de conflictos mineros. Tal vez por esa necesidad de perfilar los conflictos a nivel de la metrópoli, y por el reconocimiento nacional del rol de la confederación los conflictos eran fácilmente atribuidos a la CONACAMI a pesar que el esfuerzo principal se desarrollaba en las localidades afectadas y las gestiones principales eran llevadas a cabo por las propias organizaciones locales.
De este modo se podía decir que la mayoría de los conflictos mineros tenían un fuerte vinculo con la confederación y con todo derecho sus resultados podían ser considerados propios. Sin embargo algunos logros importantes, sobre todo en el caso Tambogrande donde el proyecto no pudo ser realizado por la férrea oposición de la comunidad, se afirma que es un logro local con apoyo de un grupo importante de otros actores donde CONACAMI incluso fue presa de importantes críticas por parte de la organización local.

II. Desafío de articulación de actores sociales en América Latina
Problemas comunes, ¿soluciones comunes?

Las condiciones que han hecho que el crecimiento de la minería en la región haya sorprendido a comunidades a través de toda la región, tiene orígenes similares.

El consenso de Washington como esfuerzo de la aplicación de modelos neoliberales en la región, los acuerdos comerciales y la apertura de las economías nacionales a las inversiones extranjeras fueron elementos que convirtieron a los países de la región en paraísos mineros. 
El efecto no se dejo esperar. Las inversiones mineras fluyeron en la década de los 90 hacia Perú y Chile pero también por primera vez con tal fuerza hacia países no tradicionalmente mineros como Ecuador y países de Centroamérica.

La instalación de proyectos en cabeceras de cuencas, el desplazamiento de comunidades, las amenazas ambientales crecientes, la lucha por el agua y los proyectos energéticos asociados a la minería confrontaba a empresas y comunidades. El estado por su parte ejercía su misión de cumplir los compromisos internacionales de apertura comercial, atracción de inversiones, facilitación y garantía a los proyectos.

Enfrentadas a problemas comunes, las organizaciones ambientales de la región comenzaron un proceso de intercambio de información y experiencias. 
En el espacio de las realidades de las comunidades, la CONACAMI así como otras organizaciones  ha jugado un rol fundamental en intercambiar experiencias, vivencias e información. 
La necesidad de articular

Los intercambios permitieron identificar realidades comunes, problemas comunes, empresas mineras “comunes”. Pero al mismo tiempo permitieron identificar desafíos comunes.

Ello ha producido que las organizaciones y los movimientos afectados por la minería en la región generen crecientes iniciativas de articulación.
Ser afectados por una misma empresa es un motivo para articular entre dos o más comunidades y organizaciones independientes del lugar donde se encuentren los proyectos mineros.

Un buen ejemplo lo constituye la campaña contra la empresa minera canadiense Barrick Gold. Con proyectos en Argentina, Chile y Perú, la empresa desarrolla sus actividades con estrategias similares en cada uno de los países. Las organizaciones de los países afectados han propiciado juicios éticos a la empresa con participación de organizaciones y comunidades trascendiendo las propias fronteras. 
Ello es posible por las articulaciones entre organizaciones tales como OLCA de Chile, CONACAMI del Perú y organizaciones ciudadanas en Argentina.

Otras oportunidades aprovechadas para lo mismo son las consultas ciudadanas. En el caso de la consulta sobre Río Blanco, lideres de comunidades de Chile, Ecuador y Bolivia estuvieron presentes en calidad de veedores.

Son los casos más claros de articulación, sin embargo organizaciones de comunidades del Ecuador han realizado diferentes intercambios de experiencia en Perú y Chile, formándose una idea de lo que significa la minería en países que han desarrollado tradicionalmente la actividad. El norte de Chile, Cerro de Pasco y La Oroya han sido lugares visitados que además de causar gran impresión en las comunidades visitantes, han permitido establecer lazos de largo plazo con las organizaciones respectivas.
El resultado de muchos de estos intercambios en el trabajo conjunto a más largo plazo y con más productos, es un fenómeno denominado “glocalización” 

La conformación del Observatorio de Conflictos Mineros de América Latina, OCMAL es un ejemplo de los esfuerzos de articulación que ha rendido sus frutos luego de años de esfuerzos e intentos articuladores. CONACAMI como miembro de OCMAL juega un rol importante en lo que respecta a las experiencias concretas en gestión de conflictos mineros desde las propias comunidades.

Estas articulaciones tienen por objeto aprender de las experiencias ajenas, proteger mejor los liderazgos sobre todo en lugares donde la integridad personal esta en riesgo, además de coordinar acciones, investigaciones, acceso a la información entre otras actividades importantes que se desarrollan en conjunto.

El ejemplo de CONCAMI ha sido crucial a la hora de pensar en la defensa de derechos de las comunidades pero ya hemos enfatizado el hecho que en tanto modelo de organización no ha sido reproducido aun a nivel nacional en la región.

El poder inspirador de la organización se extiende por otro lado como producto de las relaciones internacionales cultivadas ampliamente por la dirección hasta hace un par de años atrás. Reconocida internacionalmente como representante y articuladora de comunidades en conflicto la organización es escuchada a la hora de levantar estrategias de articulación nacional principalmente en países vecinos. Esto convirtió a la CONACAMI en un peligro en la región. Una especie de mal ejemplo que podrían seguir las comunidades de otros países convirtiéndose en articuladoras del los conflictos.
A pesar que esos fantasmas levantados por empresas y gobiernos no han tenido un perfil más allá que lejanas amenazas, la influencia de la CONACAMI requiere el merecido reconocimiento como organización inspiradora de las luchas de otras comunidades más allá de las fronteras del Perú.

IV. Resistencia en Perú-Ecuador-Centro América
La masificación de los conflictos mineros en la región tiene diversos orígenes. En países como Perú, la incompatibilidad entre la minería y las actividades tradicionales principalmente de un vasto sector campesino y el decidido apoyo de los sucesivos gobiernos a la actividad extractiva detonó la fuerte reacción de las comunidades frente a una actividad con tantos impactos sociales y ambientales negativos.

Comunidades se enfrentaban a problemas de subsistencia frente a los impactos mineros. Con una larga lista de malos ejemplos de relaciones entre proyectos mineros y comunidades, la oposición aunque a veces no explícita creció, podemos afirmar, casi al mismo nivel y ritmo que el de la expansión minera.

Las particularidades mineras del Perú, no se repiten en otros países de la región. Grandes empresas son las interesadas en los enormes yacimientos metalíferos del todo el territorio nacional. La infraestructura y las instituciones estuvieron ya preparadas para recibir la fuerte inversión minera. Quienes no estaban preparadas sin embargo eran las comunidades. Principalmente aquellas que por primera vez recibían como vecina a esta polémica y conflictiva actividad.
En países como Ecuador e incluso en Centroamérica con yacimientos más pequeños, fueron las empresas denominadas “junior” las que aparecieron en el escenario. 

Con menos capital pero con más espacio para el riesgo, se instalaron en los escenarios de esos países con menos tradición y experiencia minera. Fue sorprendente el discurso de la junior. Minería verde, minería sostenible, tecnología moderna nunca usada, cero contaminación, fueron algunas de las consignas que levantaron las mineras en esos países.

Es de imaginar que frente a la poca experiencia e información de que disponían las comunidades vecinas de los proyectos mineros en etapa de exploración o evaluación ambiental, el desconcierto y la división haya sido una constante.

Recurrir a la experiencia de otras comunidades de “países mineros” tal como la experiencia de CONCAMI y las comunidades miembros era lo primero que aparecía a disposición.

En el caso de Ecuador fue evidente. Los intercambios realizados donde comunidades ecuatorianas visitaban comunidades afectadas por la minería en el Perú permitieron tener una percepción directa de lo que significaba la minería industrial. Ello afianzó el proceso de oposición, especialmente en aquellas comunidades agrícolas y campesinas que pudieron imaginar la contaminación de sus aguas y la destrucción del suelo en sus localidades. Un estilo de vida y desarrollo tirado por la borda a cambio de una actividad destructiva y temporal. 
Las respuestas no se dejaron esperar y se levantó la consigna: El Ecuador no será país minero!
Para el caso de Centroamérica, otros factores alimentaron el rechazo a la minería. Entre ellos se pueden identificar algunas experiencias negativas con minería de escala mediana en Guatemala, Nicaragua y Costa Rica. Pero por otro lado el vecino México servía también de ejemplo negativo al estilo del Perú para Ecuador.
Hay ciertamente una similitud entre zonas agrícolas de Perú con zonas del Ecuador y de Centroamérica. La fragilidad de los ecosistemas de frontera en la Cordillera del Cóndor por ejemplo donde ambos países comparten dichos ecosistemas, nacientes de aguas, ríos y otras riquezas naturales y de biodiversidad, les acercan en términos de necesidad de cuidado de las aguas, los suelos y estilos de vida dependientes de esos recursos biológicos.
En el caso de Centroamérica, se suma a estas características ecológicas las reducidas áreas geográficas con las que cuentan la mayoría de los países.

Con abundantes poblaciones dedicadas a las actividades agrícolas, la minería y sus impactos aparece como una amenaza de efectos relativamente amplios. El caso de El Salvador y el proyecto minero El Dorado en Cabañas es uno de los más emblemáticos. 
Cualquier accidente minero puede comprometer a un vasto territorio justamente en uno de los países con menor superficie. También la fragilidad de los ecosistemas es un elemento central a la hora de decidir la vocación productiva del país. La minería se presenta aquí, como lo hacen notar los grupos opositores a esta actividad, como la incompatibilidad absoluta de la minería con algo tan elemental como la vida.

La radicalidad de la resistencia en Perú, propiciada por la CONACAMI pero también con el apoyo de ong´s y otros movimientos indígenas y sociales se justifica por agresión de las empresas y la defensa que el Estado hace de la inversión minera, con el atropello a los derechos de las comunidades como resultado. Aunque  también los derechos civiles individuales han sido vulnerados, como lo demuestran los episodios de seguimientos y espionaje del que han sido víctimas varias ong´s.

En el Ecuador la radicalidad tiene relación con el comportamiento cuasi-criminal de las empresas junior, materializado en represión, para-militarización privada de las zonas en conflicto, amenazas a dirigentes y enfrentamientos con comunidades.
También el respaldo que el Estado le ha dado a la actividad minera en zonas agrícolas ha alimentado los conflictos entre mineros y comunidades.
Actualmente se espera que con la nueva constitución no se reediten los intereses mineros de antaño y sus nefastas consecuencias.
En Centroamérica un pasado reciente de enfrentamientos sociales violentos producidos por movimientos armados, al que se suma la extrema pobreza y abandono de comunidades agrícolas y campesinas por parte del Estado, da pié a resistencias radicales frente a las actividades mineras y desdibuja del futuro escenarios de negociación y acuerdos donde las comunidades puedas decidir sus estilos de desarrollo.
V. Las lecciones
El surgimiento de la CONACAMI correspondió a un período de gran necesidad de una organización que pudiera apoyar a las comunidades en conflicto con empresas mineras y pudiera hacer frente a la avalancha de actividades mineras que comenzaban a manifestarse en el Perú.
En un terreno fértil para la construcción de relaciones de solidaridad y articulación, la CONCAMI ofreció un producto altamente cotizado por las comunidades: llevar los conflictos mineros locales y las demandas de las comunidades al nivel nacional como una alternativa de búsqueda de solución a sus problemas.

Este terreno fértil fue construido por un estado que bajo las normas neoliberales abría las puertas a las inversiones mineras extranjeras descuidando temas tan relevantes como los derechos humanos, los estilos de vida y producción de vastos sectores de la población principalmente rural y la competencia por recursos tan preciados como el suelo y el agua.

El resultado no se dejo esperar y probablemente aún hay quienes se lamentan por haber permitido el surgimiento de este importante espacio de articulación.

Otros países de la región han compartido, aunque con sus especificidades, el incremento de los intereses mineros extranjeros. Sin embargo a pesar de que las organizaciones críticas a la minería de esos países han soñado con una organización al estilo de la CONCAMI, en ninguna de esos países el fenómeno se ha podido replicar.

La enseñanza que efectivamente se deriva de la experiencia de la CONCAMI es que existe una necesidad de articular movimientos y organizaciones en torno a la minería para ser más eficientes en la defensa de los derechos de las comunidades y la sociedad civil.
Aquellas articulaciones que desde una experiencia común han logrado levantar coordinaciones en torno a los problemas producidos por la minería no han superado los espacios intra-regionales. Es el caso de la CORIDUP en Bolivia.

Por otro lado la multiplicidad de problemas ambientales aglutinados en la iniciativa de articulación de la CONACAMI permite ofrecer un cúmulo de experiencias a las diferentes demandas de comunidades más allá de las fronteras. Desde conflictos con minas de larga data como es el caso de Cerro de Pasco, pasando por proyectos mineros en zonas agrícolas, altamente productivas como es el caso de Tambogrande. Desde fundiciones altamente contaminantes a fundiciones con un manejo ambiental mas acorde a los tiempos modernos como son La Oroya y Southern respectivamente forman parte de la información que CONACAMI puede ofrecer ya sea por la gestión propia o ajena de los conflictos asociados a dichas actividades. De todos estos ejemplos las comunidades y organizaciones de otros países pueden sacar sus propias conclusiones respecto al significado de la minería.

Un elemento menos positivo que se puede destacar en el trabajo de la Confederación tiene que ver con la capacidad de establecer alianzas con otros actores de la sociedad. El relativo aislamiento al que se vio enfrentada la CONACAMI al momento de recibir los embates del Estado a través de su agencia de cooperación internacional significó dedicar demasiados esfuerzos institucionales para defenderse de los ataques centrados principalmente al tema financiero de la organización. Se evidencia en esta situación que al enfrentarse a un tema tan complejo y de tantos intereses directos y cruzados como es la industria minera, los aliados nunca han de sobrar.
Confiar demasiado en las capacidades propias puede costar energías y recursos de los que no se disponen.

El respaldo que otorgan las comunidades a la dirigencia central de la organización tiene también un alto costo: dedicar tiempo y recursos a establecer caminos de solución a sus problemas.  El desequilibrio creado en la relación entre la dirigencia y las bases debilitó a la organización, a pesar que siempre mantuvo apoyo popular en las iniciativas que unen a las comunidades.

Cuantas CONACAMIS habrá en un futuro próximo en la región, es una pregunta que nadie se aventuraría responder. Lo que si es mas fácil aseverar es que la influencia del fenómeno ha trascendido las fronteras y se han ido sacando lecciones de mucha utilidad para realidades parecidas, principalmente en países vecinos como Ecuador y Bolivia.
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� Entrevistas a empresas mineras en el Perú sobre rol de CONACAMI
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� El proyecto Pascua Lama en la frontera entre Chile y Argentina dio amplia difusión al problema de destrucción de glaciares por la actividad minera a pesar que no es el único caso registrado en la cordillera de Los Andes
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